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I. HECHOS
El fallo tratado fue dictado en la ciudad de Santa Rosa, capital  de la Provincia  de La Pampa en el año 2010.

Al asumir el poder en forma ilegal en nuestro país, a partir del 24 de marzo de 1976, las fuerzas armadas, emitieron un Acta llamada para el Proceso  de Reorganización Nacional. El propósito del proceso iniciado es restituir los valores fundamentales que hacen a la conducción del Estado, erradicando la subversión y promoviendo el desarrollo económico.

Por la acción u omisión de esas autoridades ilegítimas en la Republica Argentina durante el periodo analizado, se cometieron graves violaciones a los derechos humanos reconocidos por  la Declaración de los Derechos y Deberes del hombre. Se afectaron los derechos a la vida, a la libertad personal, a la seguridad e integridad personal, el derecho a la justicia y proceso regular.

Se otorgó a los cuadros inferiores, una gran discrecionalidad para privar de libertad a quienes aparecieran, según información de inteligencia, como vinculados a la subversión; se dispuso que se los interrogara bajo tormento y que se los sometiera a regímenes inhumanos de vida, mientras se los mantenía clandestinamente en cautiverio. Se concedió, por fin, una gran libertad para apreciar el depósito final de cada víctima, es decir el ingreso al sistema legal (puesta a disposición del Poder Ejecutivo Nacional o de la Justicia Militar o civil), la libertad, o simplemente la eliminación física.

Los episodios comprendidos en esta causa, se corresponden a los ocurridos en jurisdicción del Comando de la Zona I, que dependía del Primer Cuerpo de Ejecito, con situación geográfica en la Capital Federal, la Provincia de La Pampa y la Provincia de Buenos Aires, todo ello dentro del periodo de investigación abarcativo desde el 24 de marzo de 1976 hasta el 10 de diciembre de 1983.

La Zona I se dividió en siete (7) Subzonas, y entre ellas, la Subzona 1.4, que comprendía a la Provincia de La Pampa. 

El mando militar de la Subzona 1.4 estaba integrada de la siguiente manera: Coronel Favio Carlos Iriart a cargo del Regimiento sito en la localidad de Toay,  La Pampa; Secretario general de la Gobernación de La Pampa, Capitán Nestor Omar Greppi; Jefe de Policía  de La Pampa, Mayor Luis Enrique Baraldini y Jefe del Regimiento de la ciudad de General Pico, mayor Oscar Cobuta (fallecido a la fecha).

Formaron parte del grupo de tareas que operaron durante la vigencia del denominado “Proceso de Reorganización nacional”, en la Provincia de La Pampa y como consecuencia de ese plan ilegal participaron en los hechos de represión que acaecieron en dicho ámbito territorial.

La Zona I se correspondía con el comando del Primer cuerpo de Ejército, que a su vez comprendía siete subzonas, correspondiendo a la provincia de La Pampa, la conocida como 1.4, y cuyos jefes ya se han mencionado. 
II. NORMAS INTERNAS APLICADAS
Las normas nacionales aplicadas en la presente sentencia son las siguientes:

· Constitución Nacional Argentina (art.18)

· Código Penal Argentino, Ley 11.179 y Ley 11.221, y modificatorias dispuestas por las Leyes 14.616, 20.509 y 20.642. Específicamente los siguientes artículos:

· Art.2 del Código Penal que establece que la  aplicación de la ley más benigna es la que debe tenerse en cuenta al momento de dictarse un fallo penal.

· Privación ilegal de libertad agravada por el uso de violencia y amenazas, los cuales un caso se encuentra doblemente agravado por duración de más de un mes (arts.144 bis, inc.1 y ultimo parf., en función del art.142, inc.1° y 5°) 

· Aplicación de tormentos síquicos y/o físicos agravados por resultar las víctimas perseguidos políticos (art.144 ter. primero y segundo parr.).
III. NORMAS INTERNACIONALES DE APLICACIÓN
Las normas de carácter internacional que resultan aplicables en el caso son las siguientes:

· Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional que entro en vigencia en  el año 2002 y en su artículo 7 definió al crimen de Lesa Humanidad.

· Declaración Universal de Derechos Humanos.

· Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en el art.7.

· La Convención Europea para la Protección de los Derechos Humanos y de las libertades Fundamentales  (art.3)

· La CE de Derechos Humanos en su artículo 15.

· La Convención Americana sobre Derechos Humanos (art.5.2).

· Convención sobre la Tortura.

· Declaración sobre Protección de Todas las Personas contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes.

· La Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o degradantes, (Nueva York, 10-12-84).
IV. TEORIAS SOBRE LA RESPONSABILIDAD PENAL
La teoría de la responsabilidad se encuentra ampliamente desarrollada en el fallo, en el cual se cita gran cantidad de jurisprudencia y doctrina. Se termina mencionando en forma explícita que la teoría a utilizar en el presente caso, como lo fue también en el de las Juntas Militares, la denominada “Dominio del hecho” a través de aparatos organizados de poder.

Así, se menciona que en “la causa 13/84, la Cámara Nacional en lo Criminal y Correccional Federal de la Capital Federal,  (Consd. 7mo.p.5), se pronunció a favor de este criterio sostuvieron que… “la forma que asume el dominio del hecho en la autoría mediata es la del dominio de la voluntad del ejecutor […]. En la autoría mediata el autor, pese a no realizar conducta típica, mantiene el dominio del hecho a través de un tercero cuya voluntad, por alguna razón, se encuentra sometida a sus designios…Se acepta un supuesto en el que puede coexistir la coautoría mediata con un ejecutor responsable. Según Roxin, junto al dominio de la voluntad por miedo o por error, hay que contemplar  la del dominio de la voluntad a través de un aparato organizado de poder…”.

También, como bien lo trata en su trabajo realizado, Aboso, publicado en Revista de Derecho Penal, 2005-2, “Autoría y Participación”, Ed. Rubinzal Culzoni, año 2006, Santa Fe, pag.255 y siguientes en donde por Gustavo Eduardo destaca el caso argentino dentro del juicio a las juntas militares: “…Los procesados tuvieron el dominio de los hechos porque controlaban la organización que los produjo. Los sucesos juzgados en esta causa no son  el producto de la errática y solitaria decisión individual de quienes lo ejecutaron, sino que constituyeron el modo de lucha que los comandantes en jefe de las fuerzas a armadas impartieron a sus hombres…”. “En este contexto, el ejecutor concreto pierde relevancia. El dominio de quienes controlan el sistema sobre la consumación de los hechos que se han ordenado es total, pues aunque hubiera algún subordinado que se resistiera a cumplir, sería automáticamente reemplazado por otro que sí lo haría, de lo que se deriva que el plan trazado no puede ser frustrado por la voluntad del ejecutor, quien solo desempeña el rol de mero engranaje de una gigantesca maquinaria”.

Hubo cuatro momentos o niveles de responsabilidad a saber: a)los correspondientes a las privaciones ilegales de libertad; b) los hechos que ocurrieron durante las privaciones de libertad; c) los eventos que se dieron al fenecer las privaciones ilegales de libertad y sobre los patrimonios de las víctimas, y d), las acciones vinculadas a la emisión de decisiones autoritativas del Estado, para que los hechos se cometieran, o bien para asegurar el éxito de acciones criminales llevadas a cabo con el alegado propósito de reprimir la subversión.
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